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Nota liminar a la nueva edición

			Este libro es una nueva edición de la parte central de la Historia de España publicada en 1998 y escrita por José Luis Martín (Historia Antigua y Medieval), Carlos Martínez Shaw (Historia Moderna) y Javier Tusell (Historia Contemporánea). Esta nueva oportunidad para su aparición pública ha permitido corregir algunas erratas, incluir algunos datos omitidos, mejorar el epigrafiado de los capítulos y ampliar la bibliografía. El contenido, con el que nos seguimos sintiendo identificados, es esencialmente el mismo.

			Carlos Martínez Shaw

		

	
		
			
1. Los orígenes de la España Moderna
(1474-1516)

			El periodo del reinado de los Reyes Católicos (entendido en sentido lato entre la proclamación de Isabel I como reina de Castilla en diciembre de 1474 y la muerte de Fernando II de Aragón en enero de 1516) puede ser considerado como el del comienzo de la Edad Moderna en España, e incluso como el del nacimiento de la propia España como una entidad política unitaria, siempre que se introduzcan algunas matizaciones y se tengan en cuenta algunos debates en torno al sentido de esa unidad y en torno al concepto del propio Estado Moderno.

			Los Reyes Católicos fueron, efectivamente, en buena medida los fundadores de la España Moderna. Así, por un lado, pusieron las bases para la unidad territorial de lo que hoy día continúa siendo España. Por otro, arbitraron fórmulas para fomentar la unidad política aboliendo los muchos siglos de división que habían seguido a los acontecimientos que produjeron el fin de la Hispania romana o, si se quiere, a la reconstrucción operada por la monarquía visigoda. Además, fabricaron los instrumentos necesarios para la creación y consolidación de una monarquía absoluta, que pronto habría de beneficiarse, además, de la política expansiva abierta en un triple frente (militar, diplomático y explorador) para convertirse en el núcleo de una formación imperial. Finalmente, pudieron conocer ya los primeros frutos de la que habría de ser una larga época de crecimiento económico y esplendor cultural.

			
La unidad territorial de España

			
La unión de Castilla y Aragón

			El proceso de gestación de la unidad territorial fue, sin embargo, sumamente complejo, incluso intrincado y constantemente sometido a un azar lleno de riesgos. En primer lugar, fue necesaria la debilidad de Enrique IV, desheredando a su propia hija Juana (apodada injustamente «la Beltraneja» por una conspiración nobiliaria) en beneficio de su hermano Alfonso y, a su muerte, de su hermana Isabel, la futura reina Católica. En segundo lugar, fue necesario el matrimonio de Isabel con Fernando, el heredero de la Corona de Aragón, celebrado precipitadamente en Valladolid (octubre de 1469) y posibilitado por la decisión del arzobispo Alonso Carrillo, quien no dudó en falsificar la bula de dispensa de la consaguinidad de los contrayentes (cuya unión en todo caso sería sancionada por el papa Sixto IV en 1471). En tercer lugar, fue necesario el triunfo de Isabel y Fernando en una larga guerra civil (1474-1479), iniciada a la muerte de Enrique IV de Castilla.

			La guerra civil castellana enfrentó, por un lado, a Juana, que contaba con la ayuda de su prometido, Alfonso V, rey de Portugal, y de una serie de grandes magnates castellanos (entre los que destacaban por su empeño a favor de la causa el arzobispo Carrillo, tránsfuga del otro bando, el marqués de Villena y el conde de Arévalo), y, por el otro, a Isabel, fortalecida con el apoyo de su esposo, Fernando, heredero de la Corona de Aragón, y de otra serie de grandes nombres de la aristocracia castellana. La victoria de las armas de Fernando en la batalla de Toro (marzo de 1474) permitió encauzar el curso de la guerra, que quedó sentenciada tras el nuevo triunfo obtenido en la batalla de Albuera (febrero de 1479). El tratado de Alcáçovas (septiembre de 1479), de enorme trascendencia para el futuro de la España Moderna, alejaba a Juana del trono de Castilla y resolvía los contenciosos con Portugal: las fronteras entre ambos reinos volvían a los límites anteriores al conflicto sucesorio, se concertaba el matrimonio entre Alfonso V de Portugal y la princesa Isabel (la primogénita de Isabel y Fernando) y se procedía a delimitar las áreas de la expansión atlántica mediante la reserva a Portugal de los territorios africanos (y de la ruta a la India: usque ad Indos), con la única excepción de las islas Canarias.

			Finalmente, el mismo año de Alcáçovas, el acceso de Fernando al trono de Aragón a la muerte de su padre, el rey Juan II (enero de 1479), permitió hacer realidad la unión dinástica de ambas coronas. Sin embargo, una serie de factores negativos acaecidos a la muerte de Isabel (noviembre de 1504) volverían a poner en peligro una unidad que reposaba legalmente sobre las solas personas titulares de los respectivos reinos. En efecto, la heredera del trono de Castilla resultó ser (por el fallecimiento del príncipe Juan, de la primogénita Isabel y de su hijo Miguel) la tercera hija de los monarcas: Juana, casada con el archiduque Felipe llamado el Hermoso, los cuales hicieron su entrada en el reino en abril de 1506, poniendo fin al periodo de regencia de Fernando el Católico, que entretanto se había casado en segundas nupcias con la princesa francesa Germana de Foix (por poderes, en octubre de 1505). La nueva situación hallaría pronto un dramático desenlace con la muerte de Felipe I (septiembre de 1506), que significó el regreso a Castilla de Fernando y el comienzo de su segunda regencia, tras decretarse la incapacidad mental de Juana, que fue confinada definitivamente en el palacio real del monasterio de Santa Clara de Tordesillas. Entretanto, había quedado conjurado el peligro de una separación de las dos coronas de Aragón y Castilla por la muerte del único descendiente de Fernando y Germana, el príncipe Juan de Aragón (mayo de 1509). Tal hecho permitió que el testamento de Fernando el Católico (enero de 1516) nombrase a Juana heredera universal de todos sus reinos, que quedaban por su declarada incapacidad bajo el gobierno del príncipe Carlos, mientras su ausencia era cubierta por dos regentes, el cardenal Francisco Jiménez de Cisneros en Castilla y Alfonso, hijo natural del monarca y arzobispo de Zaragoza, en Aragón. Y así, sólo esta proclamación de Carlos I, nieto de los Reyes Católicos, como soberano de Castilla y Aragón permitió alejar el riesgo de una nueva separación y consolidar la unidad territorial, que para entonces se había completado con la incorporación de los reinos de Granada y de Navarra.
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			1. La Península Ibérica en 1480

			
La conquista de Granada

			Los Reyes Católicos, que habían heredado la tradición secular de la Reconquista, otorgaron a la ocupación del último reino musulmán de la Península un lugar de privilegio en su programa político. El proyecto granadino podía reportar, en efecto, grandes beneficios a los soberanos: proseguir el proceso de la unidad peninsular, suprimir una dilatada cabeza de puente para el avance turco en la cuenca mediterránea (que se había cobrado en 1480 la ciudad italiana de Otranto, produciendo una gran conmoción en el mundo cristiano), incorporar a la nobleza, todavía dividida por los rescoldos de la guerra civil recién terminada, a una campaña militar conjunta y promover la participación de aragoneses y castellanos en una empresa común que estrechase los lazos entre las dos comunidades vinculadas por la unidad dinástica. Finalmente, el éxito de la guerra no sólo ratificó el acierto de tales previsiones, sino que además permitió fortalecer a la monarquía por el desarrollo de sus instrumentos de acción (singularmente, la Hacienda y el Ejército) y por la potenciación de una campaña de exaltación providencialista y mesiánica al amparo del triunfo obtenido sobre los enemigos de la fe, poniendo fin a una invasión que había durado casi ocho siglos.

			El sultanato de Granada, que ocupaba prácticamente toda el área de la Andalucía oriental (un total de casi 30.000 km2), era una región próspera (agricultura intensiva, manufacturas tradicionales, comercio mediterráneo), densamente poblada (tal vez 500.000 habitantes), fuertemente cohesionada por la civilización islámica compartida y por la conciencia de comunidad asediada y bien defendida por un poderoso Ejército y un gran número de fortalezas. Sin embargo, justamente en el transcurso de la guerra, su capacidad de resistencia se vería debilitada por el estallido en el seno de la dinastía nazarí de una disensión intestina, que enfrentaría al sultán Abul Hassan (Muley Hacén para los cristianos) con la rebelión de su hijo Boabdil (o más propiamente Abu Abdallah, apodado «el Chico»), enfrentado a su vez con la secesión de las provincias en manos de su tío Muhammad Al Zagal. Una circunstancia que permitiría a los Reyes Católicos alternar la guerra contra Al Zagal y los sucesivos acuerdos con Boabdil, facilitando el desenlace del conflicto a su favor.

			El comienzo de la guerra se originó en un típico altercado fronterizo, la ocupación musulmana de la plaza de Zahara (diciembre de 1481), que motivó la réplica espontánea de un noble andaluz, el marqués de Cádiz, que tomó dos meses después la fortaleza de Alhama, en pleno corazón del reino nazarí (febrero de 1482). Este fue el casus belli utilizado por los Reyes Católicos para iniciar una guerra de diez años, en la que se sucedieron las alternativas bélicas con las negociaciones para obtener acuerdos provisionales de paz que, incumplidos repetidamente, conducirían a la capitulación de la capital granadina y la entrada solemne de los soberanos por sus puertas al comenzar el que había de ser el annus mirabilis del reinado (enero de 1492). 

			La guerra exigió un gran esfuerzo financiero y militar, acreditado por la complicada organización de la intendencia, el empleo en el año culminante de 1491 de hasta 50.000 hombres a pie y 10.000 a caballo (tropas reales, mesnadas feudales de los nobles y las órdenes militares y, sobre todo, milicias concejiles de Jaén, Córdoba, Écija, Sevilla o Jerez), el empleo masivo de la artillería y las armas de fuego individuales y la propia presencia de los soberanos en el campo de Santa Fe, en las cercanías de la capital. El desarrollo de la contienda puede ser dividido en varias fases: la primera (1482-1484) estaría centrada en la defensa de Alhama, mientras en el interior del sultanato se producía la revuelta de Boabdil, que se convertiría en el interlocutor válido para los monarcas cristianos; la segunda (1484-1490) comprende la conquista sistemática de los territorios dominados por Al Zagal, cuyos principales hitos fueron la toma, tras encarnizados asedios, de Málaga (1487), Baza (1489) y Almería (1490); la última fase (1491-1492) corresponde, finalmente, al cerco y ocupación de la Granada defendida por Boabdil. De ese modo, los Reyes Católicos incorporaban a su escudo la heráldica granada y se encontraban con las manos libres para proseguir su política de unificación y modernización del nuevo Estado.

			
La anexión de Navarra

			Antes, sin embargo, del advenimiento de Carlos I, todavía pudo Fernando el Católico incorporar una nueva pieza a la unidad peninsular, el reino de Navarra. Regido por una dinastía vinculada con el soberano aragonés (a través de Leonor, hija de Juan II de Aragón y de Blanca de Navarra), la adhesión del reino a la monarquía francesa en el contencioso que mantenía en Italia contra las pretensiones aragonesas permitió a Fernando la obtención de una bula pontificia de excomunión contra sus monarcas, Catalina y Juan de Albret, y con ella el instrumento legal para ordenar la invasión del territorio, llevada a cabo por el segundo duque de Alba (julio de 1512). Tras algunas vicisitudes (los pactos para obtener la adhesión de la nobleza, la ocupación de la sexta merindad o área ultrapirenaica, retenida hasta 1530), Navarra sería finalmente incorporada a la Corona de Castilla (en julio de 1515), aunque conservando su condición de reino propio y sus instituciones particulares, por más que los reyes de Francia mantuvieran hasta el final del Antiguo Régimen el título de reyes de Navarra, que ya figuró siempre igualmente en la titulación de los soberanos españoles. Este desenlace completaba la unidad de la España peninsular, mientras la política expansiva añadía nuevos territorios a la Corona.

			
Los reinos hispánicos a fines del siglo XV


			
Cinco millones de habitantes

			A fines del siglo XV, el territorio de Castilla (comprendiendo Galicia, Asturias, las Provincias Vascongadas, León, ambas Castillas, Extremadura, Murcia y la Andalucía occidental, y aumentado con la incorporación del reino musulmán de Granada desde 1492), se extendía por una superficie de unos 385.000 km2 y contaba con una población difícil de evaluar pero que debía superar con creces los 4.000.000 de habitantes. El territorio de la Corona de Aragón (comprendiendo el principado de Cataluña y los reinos de Aragón, Valencia y Mallorca) se extendía por un área de unos 110.000 km2, pero sólo contaba con una población algo superior a los 800.000 habitantes, lo que suponía una densidad muy inferior al otro gran reino hispánico, tres veces más grande y cinco veces más poblado. Por su parte, Navarra, el último reino que llegaría a la unidad, no sólo era el más pequeño territorialmente con sus escasos 12.000 km2, sino también el más modesto demográficamente con sus aproximadamente 120.000 habitantes. De este modo, la demografía aparece como uno de los primeros datos objetivos sobre los que reposaría la hegemonía castellana.

			La población, desigualmente distribuida por reinos, también lo estaba en el interior de los mismos, tanto en su reparto por regiones como en la división entre el campo y la ciudad. En este último aspecto, la población fue en uno y otro reino masivamente rural, concentrada en localidades que raramente superaban uno o dos millares de habitantes. En Castilla, las regiones cantábricas se caracterizaron por una gran profusión de núcleos rurales con una densidad tal vez cercana a los 30 hab./km2, mientras que el valle del Duero se beneficiaba de una apretada red urbana con numerosos núcleos superando la media –algunos con una población por encima de los 10.000 habitantes (Burgos, Valladolid, Salamanca, Medina del Campo)–, por delante de la región manchega (donde sólo Toledo alcanzaba aquella cota) y en paralelo con Andalucía, donde se ubicaban varias ciudades de importancia, tanto en la región oriental (con las recién conquistadas Málaga y, sobre todo, Granada) como en la occidental (con Córdoba y, sobre todo, Sevilla, que podía alcanzar ya los 45.000 habitantes). 

			La Corona de Aragón presentaba una fisonomía casi desértica en la mayor parte de su territorio, salvo en algunas zonas del litoral. Si las capitales de los distintos estados (Zaragoza, Barcelona, Palma de Mallorca) podían ofrecer una población superior a los 10.000 habitantes, el mejor ejemplo de desarrollo urbano estaba representado por la ciudad de Valencia, que con sus 70.000 habitantes se destacaba como un verdadero gigante, siendo la ciudad más poblada de España.

			
Bazas y carencias de la economía

			La economía castellana (como, por otra parte, todas las economías de la época) era esencialmente agrícola. Sin embargo, el paisaje agrario variaba sensiblemente en un país distribuido entre las áreas húmedas del norte (Galicia y todas las regiones bañadas por el Cantábrico), las zonas de clima continental de la Meseta (caracterizadas por la falta de precipitaciones y por el predominio de la vegetación esteparia) y finalmente las zonas también secas pero más equilibradas desde el punto de vista climático de la Andalucía mediterránea y del valle del Guadalquivir.

			Así, la extensa Meseta castellana era el dominio de las tierras de secano destinadas a la producción de cereal, principalmente trigo y otros granos menores (cebada, avena), aunque en algunos terrenos fuesen desarrollándose también el cultivo de la vid (como en La Mancha o en el valle del Duero). En el norte, los terrenos dedicados al cereal (centeno y otros cereales, como mijo, panizo o escanda) alternaban con las parcelas dominadas por los frutales septentrionales (especialmente, manzana) y por los pastizales, necesario complemento para el equilibrio de la explotación agropecuaria. En Andalucía, en cambio, la agricultura se basaba en el cultivo de la llamada tríada mediterránea (cereal, en primer lugar, y después vid y olivo), con algunas manchas de plantaciones de caña de azúcar, frutales y huertas en las zonas más fértiles. En cualquier caso, ni que decir tiene que la agricultura era fundamentalmente extensiva (sin abonado), de secano (apenas aliviado con algunos escasos instrumentos de riego), de tecnología tradicional (siembra a voleo, arado romano) y obligada a la práctica ordinaria del barbecho (en régimen de año y vez, y a veces con descanso de dos años consecutivos, dejando que en el intermedio las rastrojeras sirvieran para pasto del ganado), con el resultado de un bajo rendimiento, entre tres y cinco granos por semilla en el caso de los cereales.

			Una agricultura así dependía completamente de la meteorología y del azar que la preservase del ataque de los parásitos y de la invasión de las langostas o de los ratones. La coyuntura fue particularmente desfavorable en tiempos de los Reyes Católicos, que se vieron asediados (especialmente en la primera década del siglo XVI) por una serie de fitopatologías que culminaron con la gran hambruna de 1506. En esos casos, la falta de un sistema de previsión y la desigualdad de las rentas potenciaban los efectos negativos de la escasez, que en ocasiones se veía acompañada también de epidemias, como ocurriera con la epidemia de peste de 1507-1508.

			La agricultura tenía su contrapunto en la ganadería, tanto estante (ganado vacuno de las regiones gallegas y cantábricas, caprino, caballar y porcino), como trashumante (ganado ovino). Precisamente la independencia de la actividad pecuaria fue una característica singular de la economía castellana de los tiempos modernos, que alcanzó su más alto grado en el caso de la oveja. Práctica heredada de la época medieval, la trashumancia había llegado a ser un sector estratégico, debido a la conjunción de una serie de factores favorables: el fácil aprovechamiento de los pastos del norte en verano y de las tierras semicoloniales propiedad de las órdenes militares de La Mancha, Extremadura y el valle del Guadalquivir en invierno, la fuerte demanda por parte de las potencias textiles del norte de Europa (especialmente Flandes) de la lana producida por la oveja merina (famosa por su fino vellón blanco ligeramente dorado) y la organización de un entramado de intereses económicos, que incluía a los grandes propietarios de ganado (eclesiásticos y nobiliarios), a los industriales de las ciudades laneras andaluzas y castellanas, a los comerciantes de Burgos interesados en la exportación y a los armadores de las villas costeras de Cantabria y las Provincias Vascongadas. La trashumancia estaba controlada por una institución singular, el Honrado Concejo de la Mesta, que reunía a los grandes propietarios de ganado para organizar los itinerarios (a través de las largas cañadas leonesa, segoviana o soriana, recorridas de norte a sur y viceversa cada año) y para la defensa de los intereses comunes frente a los agricultores, que podían invadir los caminos y las dehesas. La importancia económica de la cabaña ovina (tal vez 3.000.000 de cabezas a finales del siglo XV), la enorme influencia de la Mesta en los círculos cortesanos donde se decidía la política económica, y la presencia constante de los rebaños mesteños en el paisaje castellano convirtieron al sector en uno de los más representativos de la vida castellana no sólo durante el reinado de los Reyes Católicos sino a lo largo de todo el Antiguo Régimen.

			Sin embargo, no hay que pensar en una economía castellana atrasada en relación con su época. El reino contaba también con un significativo sector industrial, dominado como era de esperar por el sistema artesanal de producción. Como en todas las sociedades de su tiempo, la principal manufactura era la textil, que se veía favorecida por la abundancia de materia prima, y que se concentraba en varios importantes centros laneros (en primer lugar, Segovia, seguida por Córdoba, Cuenca, Baeza) y en varias ciudades especializadas en la sedería (Toledo, Granada, Sevilla), cuyos obrajes se reclamaban de la tradición musulmana. Si los géneros de seda atendían a una clientela acomodada, los artículos de lana, por el contrario, se destinaban también al consumo popular, por lo que su fabricación no se ceñía a los talleres urbanos, sino que se repartía entre numerosas poblaciones rurales, que trabajaban por iniciativa de empresarios encargados de la distribución de los productos acabados. Completaban el cuadro industrial las ferrerías dispersas por toda la geografía vascongada, la construcción naval vizcaína y guipuzcoana, y diversas especialidades manufactureras locales acreditadas por una fama proverbial, como las armas de Toledo, los cueros de Córdoba, la cerámica de Talavera, el vidrio de Murcia o el jabón de Sevilla.

			El comercio castellano se vio perjudicado en el interior por el obstáculo de la geografía y la falta de caminos, inconvenientes que apenas pudieron contrarrestar la creación de una Cabaña Real de Carreteros (1497) y el apoyo real a las ferias que tenían lugar en Medina del Campo, Medina de Rioseco y Villalón de Campos, llamadas a un brillante porvenir en el siglo XVI. Por tanto, los intercambios tendieron a concentrarse en las fachadas marítimas del Cantábrico y de Andalucía. La principal ruta comercial era la que unía al centro de contratación de la lana de Burgos con los puertos del Norte (especialmente Bilbao, que había conseguido imponerse sobre sus rivales, las «Cuatro Villas» de Laredo, Castro Urdiales, Santander y San Vicente de la Barquera) y de ahí con los mercados consumidores de los Países Bajos y, en menor medida, de las regiones septentrionales de Francia. Fruto de este tráfico nacieron dos de las principales instituciones mercantiles castellanas, el Consulado de Burgos (1494) y el Consulado de Bilbao (1511), destinadas ambas al control de los agentes comerciales, la defensa de los intereses colectivos y la sustanciación de los pleitos ante sus tribunales privativos.

			En Andalucía, el tráfico se orientó, por un lado, hacia el mundo mediterráneo (particularmente, las ciudades italianas) y, por otro, también hacia el mundo atlántico (particularmente las plazas flamencas): el vino, la sal y el atún de las almadrabas del estrecho de Gibraltar permitían contrarrestar las importaciones. Sin embargo, a medida que avanzó el tiempo, otras actividades y otros mercados animaron la vida de los puertos meridionales: Málaga se dedicó al corsarismo y al rescate de cautivos, y Cádiz se convirtió en el centro de las expediciones depredadoras contra las plazas africanas, del tráfico de productos subsaharianos y de la pesca en los ricos bancos situados entre las Canarias y las costas africanas fronteras, mientras Sevilla se aprestaba a convertirse en la cabecera del comercio con la América recién descubierta. 

			La economía castellana vivió bajo los Reyes Católicos una etapa expansiva (no exenta de vacilaciones y aun de retrocesos, como el experimentado por la agricultura en la primera década del siglo XVI), pero sus estructuras acusaban ciertas fragilidades que se harían más evidentes durante los reinados siguientes. En efecto, por un lado, la rivalidad y falta de complementariedad de la agricultura y la ganadería trashumante pudo ser el origen de una serie de conflictos que enfrentaron a los interesados por el control de las tierras destinadas a dehesas en una época de presión demográfica. En segundo lugar, el comercio exterior se basaba especialmente en la exportación de materias primas (lana castellana, hierro vascongado, vino andaluz) y en la importación de productos manufacturados (esencialmente textiles de la Europa atlántica), con el consiguiente reflejo negativo en la balanza mercantil. En tercer lugar, una parte de ese comercio estaba en manos de mercaderes extranjeros, especialmente genoveses asentados en las plazas meridionales, con la lógica pérdida de protagonismo de los agentes del reino y la consiguiente transferencia de beneficios fuera de las fronteras. Estas notas parecen señalar un progresivo deslizamiento hacia un modelo de economía dependiente que paradójicamente el descubrimiento de América no haría sino acelerar e intensificar.

			La economía de la Corona de Aragón no podía competir con la castellana, sobre todo porque la crisis sufrida a lo largo del siglo por el reino de Aragón y el principado de Cataluña había hecho olvidar los tiempos gloriosos y no tan lejanos de la expansión por el Mediterráneo. Aragón seguía descansando sobre una economía agropecuaria de subsistencia que sólo se animaba en los oasis creados por los cursos de los ríos, donde era posible la convivencia de los viñedos, las huertas y los frutales. Cataluña entró en una fase de decadencia que se manifestó en el retroceso de todos los sectores que habían hecho su prosperidad: crisis social en el campo, declive de la industria textil (de los famosos paños que no hacía mucho habían conquistado la cuenca mediterránea), estrechamiento de los mercados (limitado ahora el radio de acción a la vertiente occidental con abandono casi completo de las escalas de levante), quiebra del sistema financiero ejemplificada en la suspensión de pagos de la Taula de Canvi de Barcelona (1468), el primer banco de depósito creado en la Corona de Aragón (1401), constituido algunos años antes de la aparición de la Taula de Canvi de Valencia (1407). Sólo este último reino daba muestras de vitalidad, manifestada en la aparición de una agricultura especializada (arroz, almendra, azafrán, azúcar, morera, lino, cáñamo), en el desarrollo de una industria diversificada (lana, seda, cuero, armas, plata) y en el auge del comercio dentro del espacio mediterráneo, a bordo de una flota mercante propia, intercambiando sus productos agrícolas y manufacturados por remesas de trigo (dada la insuficiencia de su producción frumentaria), oro, especias y esclavos (capítulo donde destacó hasta convertirse en uno los más importantes mercados del área), y atrayendo a una nutrida colonia de mercaderes extranjeros, que contribuyeron al brillo indudable de la capital. En cualquier caso, durante los dos primeros siglos de la modernidad, la economía de la Corona de Aragón se mantendría en un modesto nivel, a la espera de una revitalización que no llegaría hasta el Setecientos.

			
El primer mercantilismo

			La política económica de los Reyes Católicos se manifestó como un conjunto limitado de medidas que merecen el calificativo de mercantilistas, tendentes a regular algunos sectores especialmente estratégicos de la economía española. En ese sentido, dictaron algunas disposiciones para favorecer los intereses de la Mesta (ya que la trashumancia beneficiaba al mismo tiempo a ganaderos, mercaderes y navieros, y constituía el nervio del comercio internacional, además de brindar una fuente de ingresos fiscales nada desdeñables para la Corona), para el fomento de la industria textil y para la protección de la propia flota frente a la competencia de las naves extranjeras en el mercado de los fletes. Otra medida de inspiración mercantilista que tendría larga vida sería el establecimiento de la tasa del trigo a fin de garantizar un bien indispensable para el conjunto de la población, uno de los fundamentos más visibles de la economía moral del Antiguo Régimen. Finalmente, la voluntad de unidad se manifestaría también en el terreno de la economía mediante una disposición de excepcional trascendencia, que significaría la creación del sistema monetario castellano para más de una centuria: una pragmática dictada en Medina del Campo (junio de 1497) instauraría el excelente de Granada (del que derivaría inmediatamente el ducado castellano) como nueva moneda de oro más adaptada al patrón europeo, al tiempo que se imponía un estricto control real sobre la acuñación de moneda y se señalaban taxativamente las cecas autorizadas para tal función. En definitiva, una política mercantilista elemental, con sus rasgos característicos de control, uniformización y proteccionismo.

			
La sociedad a fines del siglo XV


			La España de los Reyes Católicos presentaba la configuración social típica de la época del feudalismo avanzado. Es decir, en primer lugar, era una sociedad estamental, dividida en los tres órdenes o estamentos (heredados de la Edad Media) de la nobleza, el clero y el estado llano. Esta divisoria estaba sancionada jurídicamente por los privilegios, es decir, por las leyes privadas que se aplicaban de modo diferenciado a cada uno de los tres órdenes, una diferenciación que implicaba la superioridad de los dos primeros estamentos (los verdaderamente privilegiados en la actual acepción del calificativo) frente al tercero, el estado llano, que se caracterizaba en realidad de modo negativo, es decir, por la ausencia de privilegios. 

			Pero la sociedad estamental admitía también una divisoria clasista, manifestada por su acceso a los medios de producción. En este sentido, cada estamento podía contener en su seno diferentes clases sociales (así: títulos e hidalgos, alto y bajo clero, artesanos y mercaderes), del mismo modo que miembros de diversos estamentos se podían aproximar en sus funciones económicas y en su consideración social (así: la nobleza comerciante y la burguesía ennoblecida), todo ello debido al creciente desarrollo de la vida económica que dinamitaba el esquematismo social de la Edad Media. En este sentido, sin embargo, es preciso señalar que quizás el trazo más grueso era el que dividía a los terratenientes del campesinado sin tierra, aunque también en la ciudad el fabricante o el mercader aparecían claramente distanciados de todos aquellos grupos que sólo disponían de sus manos para trabajar. Y finalmente, un reducido mundo de ricos se contraponía a un extenso mundo de pobres.

			La sociedad del Antiguo Régimen era también una sociedad organizada en cuerpos, los cuales servían para encuadrar a los individuos en distintas unidades sucesivas, que se iniciaban con la familia y seguían con los linajes, las asociaciones profesionales (gremios, consulados), las cofradías, las parroquias y los municipios, para terminar con los estamentos reunidos en los órganos representativos del reino. Fuera de estas fronteras quedaban una serie de grupos marginados en razón de su raza (gitanos, judíos, moros), de su origen (extranjeros), de su conducta (nómadas, mendigos, herejes) o de su condición (esclavos, oficios viles y mecánicos), aunque en este último caso era posible imaginar algún tipo de encuadramiento.

			La familia como célula básica de la sociedad no sólo garantizaba la reproducción biológica, sino que era también la unidad demográfica y fiscal (se contaba siempre por vecino o por «fuego», que equivalía a casa, hogar o familia), y la unidad de producción (en las explotaciones campesinas, en los talleres artesanales o en las firmas mercantiles), además de constituir la instancia de representación ante los poderes públicos (municipales, señoriales, etcétera). De ahí la necesidad de promover, para la defensa de los intereses familiares, estrategias matrimoniales, redes clientelares, alianzas entre linajes o mecanismos económicos de protección de los patrimonios (mayorazgos, capellanías). La familia era el fundamento tanto de las solidaridades aldeanas como de las banderías políticas a todos los niveles. De ahí la repulsa y el miedo a los individuos aislados (y también a los nómadas, sin casa estable), considerados siempre como una anomalía en el seno de una sociedad radicalmente corporativa.

			
La nobleza, primer grupo dominante

			En cualquier caso, el grupo dominante en la España de los Reyes Católicos (y a todo lo largo de la Edad Moderna, conviene adelantar) era la nobleza, o para ser más exactos, la nobleza titulada, es decir, aquella que ostentaba un título frente a aquella otra que sólo podía acreditar la condición de caballero o presentar una ejecutoria de hidalguía. La alta nobleza castellana provenía de la llamada tercera generación nobiliaria, la que había aparecido a partir de las mercedes enriqueñas del siglo XiV. En sus filas destacaban una serie de ilustres apellidos (los Mendoza, Velasco, Enríquez, Álvarez de Toledo, Lacerda, Guzmán, Girón, Fajardo, Stúñiga, Pacheco y algunos otros), que constituían el selecto grupo consagrado a comienzos del reinado siguiente (1520) como el de los Grandes, aquellos que se repartían los títulos más acrisolados, poseían las más extensas propiedades agrarias y gozaban del mayor prestigio social y de la mayor influencia política.

			Toda la nobleza compartía algunos privilegios personales, como los fiscales (exención de la mayoría de los impuestos, todos aquellos que eran pagados por los pecheros), los penales (tratamiento desigual ante la ley) y los que le reconocían la reserva de ciertos cargos en el Ejército o en la Administración tanto central como local (mitad de oficios en los municipios, repartidos entre nobles y plebeyos). Sin embargo, su poder se basaba esencialmente en la titularidad de los dominios señoriales y en la propiedad de tierras y rebaños.

			En efecto, el señorío, una de las instituciones heredadas de la Edad Media, fue una de las piezas básicas de la organización social y política castellana no sólo en la época de los Reyes Católicos, sino a todo lo largo de la Edad Moderna, hasta su abolición por las Cortes de Cádiz (1811), ya en pleno proceso de la revolución liberal. El señorío era la delegación por parte de los monarcas de una serie de competencias que pasaban a ser ejercidas por los titulares del dominio: competencias jurisdiccionales (ejercicio de la justicia), administrativas (nombramiento de determinados cargos, incluyendo los municipales), fiscales (administración de determinados impuestos) y de orden público (promulgación de ordenanzas, organización de la policía). Este señorío jurisdiccional se doblaba con el señorío solariego, que significaba el disfrute de determinados monopolios (horno, molino, lagar, almazara, peaje, portazgo, etc.) y la percepción de una serie de contribuciones como reconocimiento de la propiedad eminente del señor sobre las tierras del dominio, que en mayor o menor medida también podían ser de su entera propiedad. En general, en Castilla, una parte de las tierras señoriales había pasado a manos de campesinos particulares (que pagaban sólo el canon señorial), mientras las que seguían siendo de propiedad del señor se explotaban tanto en régimen de colonato (arrendamiento y en menor grado aparcería) como bajo la dirección directa de los capataces del señor mediante la contratación de jornaleros para las faenas agrícolas. Una de las características de este régimen era el mayor peso de los ingresos por la propiedad plena sobre los derivados del dominio señorial propiamente dicho y el recurso al arrendamiento a corto plazo como medio de preservarse de los vaivenes de la coyuntura. El señorío jurisdiccional, por el contrario, era la base de la influencia política y del control sobre las personas de los vasallos, que manifestaron en muchas ocasiones su preferencia por el régimen de realengo, es decir, por el vigente en aquellos territorios directamente bajo el dominio de los soberanos.

			El señorío, como estructura básica de ordenación de la sociedad, no era exclusivamente nobiliario, sino también eclesiástico y municipal. Así, existían extensos señoríos detentados por los monasterios o los obispados, por las abadías y los capítulos catedralicios, así como por las órdenes militares, situadas a medio camino entre el mundo eclesiástico y el mundo nobiliario. Del mismo modo, los municipios poseían bajo su dominio tierras que por lo general se denominaban tierras baldías o simplemente baldíos (por su carácter frecuente de tierras sólo aptas para pastos o para la explotación forestal) o también baldíos concejiles (para diferenciarlos de los baldíos reales, de las tierras propiedad de la Corona, normalmente también de escasa calidad) y se distribuían entre los bienes de propios (que servían tras su oportuno arriendo para proveer a las necesidades de los mismos municipios) y los bienes comunes (que eran de aprovechamiento colectivo de los vecinos). De ese modo, el señorío aparecería como una realidad omnipresente en la vida de la España Moderna.

			
El clero, segundo grupo dominante

			Si el estamento nobiliario aparecía recorrido de líneas divisorias de grueso trazo (esencialmente separando a los grandes y los títulos de los caballeros e hidalgos), otro tanto ocurría con el clero. Una primera separación funcional dividía a los eclesiásticos en seculares y regulares, es decir, en sacerdotes y religiosos, que a su vez podían ser monjes (viviendo en monasterios) o frailes (viviendo en conventos), mientras la representación femenina se incluía exclusivamente en este último grupo. Una divisoria que, siendo también funcional, se reflejaba en el terreno de los ingresos económicos y la consideración social y estratificaba a los miembros del alto clero (obispos, abades y beneficiados eclesiásticos, a su vez escalonados en dignidades, canónigos, racioneros, capellanes, etcétera) y del bajo clero (párrocos, frailes, ordenados de menores, etcétera). También diferían los eclesiásticos por su asentamiento, ya fuera en el campo (monjes y curas rurales), ya fuera en la ciudad (clero urbano y frailes). Incluso las diócesis y las comunidades religiosas se encontraban insertas de lleno en el reino de la desigualdad, que distinguía a los obispados ricos de las diócesis modestas, y a los monasterios propietarios de extensas tierras o grandes rebaños de los conventos que subsistían precariamente a base de donaciones y limosnas.

			En cualquier caso, las diócesis solían tener un alto nivel de rentas, obtenidas de la administración de sus tierras y sus señoríos, de sus propiedades urbanas y sus censos, así como de esa gran fuente de ingresos que era la percepción de los diezmos (esencialmente la décima parte de todas las cosechas entregada por los cultivadores directos, pero también otras variedades, como el diezmo del mar), que los obispos administraban de manera directa, destinándolos más o menos escrupulosamente al mantenimiento de los ministros del culto, a la conservación de las iglesias y a las obras de caridad. Como corolario, los arzobispados y obispados solían estar en manos de miembros de las familias aristocráticas (en muchos casos proclives al absentismo), mientras entre los párrocos, que por su parte sólo percibían las primicias (o primeros frutos), las ofrendas y los derechos de estola y pie de altar, se denotaba por regla general la persistencia de una baja preparación y de una vida aseglarada, frecuentemente criticada en la literatura y la documentación de la época.

			
Las clases urbanas

			Si el campesinado era mayoritario, un fenómeno relevante, producido en el transcurso de la Edad Media pero que alcanzaría su máxima expresión en la Edad Moderna, sería el desarrollo de un proceso de urbanización, que incrementaría hasta niveles insospechados el protagonismo de las ciudades en la vida económica, política y cultural. La composición social de las ciudades de tiempos de los Reyes Católicos anticipaba ya los rasgos que perdurarían en los tiempos posteriores: un patriciado urbano (integrado sobre todo por la nobleza de segundo orden), una burguesía mercantil y financiera, una clase intelectual (funcionarios y otros profesionales), un artesanado encuadrado en sus gremios y una población residual de desempleados y desarraigados de diversa consideración, pero ocupando siempre el lugar más bajo de la escala social y viviendo aquejada de una pobreza irremediable.

			Junto al patriciado nobiliario, la burguesía mercantil constituía, sin duda, el grupo más característico de la sociedad urbana. Su crecimiento numérico y su promoción económica y social estaban ligados al desarrollo del comercio, a la madurez de los instrumentos de pago y crédito, a la coyuntura alcista de la época (prolongada durante el siglo siguiente) y a la inserción castellana en los nuevos circuitos atlánticos. Su localización se ajustaba a las grandes líneas del tráfico comercial: el eje Burgos-Bilbao (unido al comercio de la lana) y el núcleo bajoandaluz, en torno a Sevilla y a Cádiz (favorecida pronto la primera por su proyección americana y la segunda por su papel de avanzada frente a las costas africanas). Su inserción, finalmente, quedaba limitada por el obstáculo del predominio del mundo feudal vinculado a la tierra y la consiguiente descalificación social del comercio y del trabajo en general. Obstáculo que no le impidió ejercer una función significativa en la vida económica y desempeñar un papel relevante en la sociedad urbana de los reinos castellanos.

			Otro grupo urbano característico era el artesanado. Heredado de la época medieval, el gremio, como corporación que establece las condiciones del ejercicio de la profesión y detenta el monopolio de la producción y la comercialización en el interior de las ciudades, conocerá desde esta época y hasta el final de los tiempos modernos una evolución que irá desde el apogeo (debido a la expansión de la manufactura y a la multiplicación de los ramos industriales) a la decadencia, desgarrado interiormente por una diferenciación social cada vez más acusada y combatido desde fuera por otras formas de organización, como el domestic system (trabajo a domicilio, fundamentalmente rural) o la producción en fábricas mediante la contratación libre de trabajo asalariado. Sin embargo, en tiempos de los Reyes Católicos, las corporaciones forman una pieza insustituible dentro de la economía y la sociedad de las ciudades en pleno crecimiento.

			El resto del mundo urbano está constituido por los desarraigados y los marginados. Entre los primeros hay que contabilizar al numeroso grupo de los desempleados, que se defienden mediante diversas prácticas, que van del nomadismo a la mendicidad y la delincuencia, situaciones apenas atendidas institucionalmente durante la época, salvo por el ejercicio de la caridad eclesiástica y por la represión física. Entre los segundos, hay que referirse a los esclavos (varios miles empleados en el servicio doméstico o explotados como mano de obra por sus dueños, cuando no destinados por los poderes públicos a los trabajos más duros en las minas, las fortalezas o las galeras), a los gitanos (establecidos posiblemente en fechas recientes y duramente perseguidos durante la época, especialmente a partir de la pragmática promulgada en Medina del Campo en 1499) y a los cristianos nuevos, es decir, los judíos y los moriscos conversos (tal vez unos 300.000 en el primer caso, tal vez unos 300.000 también en el segundo caso), perseguidos por la Inquisición y discriminados por los estatutos de limpieza de sangre, pero que conocerán un destino diferente en los tiempos venideros. 

			
La variante aragonesa

			La sociedad de la Corona de Aragón presentaba rasgos similares a los de la castellana, aunque también ofrecía determinadas particularidades propias, que a su vez diferían según los distintos reinos. La alta aristocracia era mucho menos numerosa y mucho menos poderosa que en Castilla, aunque no faltaban las grandes familias que ostentaban los más importantes títulos: los duques de Villahermosa (y también condes de Ribagorza) y de Híjar en Aragón, los duques de Segorbe y Gandía en Valencia, los duques de Cardona en Cataluña. Del mismo modo, la pequeña nobleza estaba constituida por los hidalgos aragoneses y los caballeros o donzells de Valencia y Cataluña, mientras era muy específico de la Corona aragonesa el grupo paranobiliario de los ciudadanos honrados, verdaderos representantes del patriciado urbano, que en Barcelona llegaron a obtener el privilegio de portar espada y de quedar exentos de contribuciones.

			El clero de la Corona de Aragón sólo se diferenciaba del castellano en la mayor modestia de sus rentas, aunque no por ello dejaban de ser codiciadas las diócesis más importantes, como el arzobispado de Tarragona, cuya permanente prosperidad era garantizada, entre otras razones, por el señorío que detentaba sobre cuarenta pueblos de su entorno. Y lo mismo podría decirse de la riqueza de sus grandes monasterios, como Ripoll, Santes Creus, Poblet o Montserrat.

			Las principales ciudades de la Corona de Aragón habían conocido un desarrollo urbano vigoroso, auspiciado por la temprana expansión comercial, así como por la menor influencia ejercida por una nobleza menos presente que la castellana. En Zaragoza, en Valencia, en Barcelona y, en inferior grado, en algunas otras poblaciones, el patriciado urbano de los ciudadanos honrados marcaba una insensible transición con la burguesía mercantil e intelectual, acompañada también en muchos casos de las capas superiores de un artesanado que había sabido mantener su consideración social. La constitución de los gobiernos municipales con la inclusión de mercaderes y artesanos (tanto «artistas» como «menestrales») resulta un testimonio significativo de la articulación alcanzada por la sociedad urbana en las grandes ciudades. 

			Finalmente, la sociedad urbana de la Corona aragonesa mantendrá también sus bolsas de marginación, en forma de un contingente de desempleados (vagabundos, mendigos, delincuentes, etcétera), de esclavos (introducidos a través de los puertos de Barcelona y, sobre todo, de Valencia, importante mercado para los esclavos musulmanes, es decir, turcos, berberiscos y, durante unos años, malagueños) y de integrantes de las minorías étnicas: judeoconversos (con algún grupo muy individualizado como el de los xuetes mallorquines) y moriscos, muy numerosos en el reino de Valencia, pero también con una representación significativa en Aragón y en Cataluña.

			
La constitución del Estado Moderno

			Pese a las opiniones contrarias a la utilización del concepto de Estado con anterioridad a la aparición del régimen liberal, la constitución de una comunidad territorial bajo la soberanía de un monarca que se reserva las regalías de acuñar moneda, recaudar impuestos, promulgar leyes, declarar la paz y la guerra, y erigirse en juez supremo y dotarse de unas instituciones centrales de gobierno (una Administración servida por un cuerpo de funcionarios, una Hacienda pública, un Ejército profesional y una diplomacia reconocida) implica el nacimiento de una nueva formación política que bien merece el nombre de Estado Moderno.

			El Estado de los Reyes Católicos se presenta, como ocurre prácticamente en toda Europa, bajo la apariencia de una monarquía compuesta, es decir, integrada por una serie de formaciones históricas menores dotadas de instituciones propias y reacias a aceptar la uniformidad que trata de imponer la instancia superior del poder encarnada por el monarca. Esta dialéctica entre la centralización y la resistencia de los distintos bloques constitutivos de la nueva unidad será por tanto una constante a lo largo de toda la existencia de la Monarquía Hispánica, que sólo se atenuará (sin llegar a desaparecer) a partir de la conclusión de la guerra de Sucesión, en pleno siglo XVIII. Por otra parte, esta fragilidad constitucional se verá incrementada a causa de la política expansionista de los Reyes Católicos, que pondrá sucesivamente bajo la soberanía de los monarcas españoles una serie de territorios europeos (parte de Italia, Flandes, Franco Condado, Portugal) multiplicando así los factores de inestabilidad política.

			En efecto, la solución constitucional al problema de la articulación de los distintos bloques integrantes de la Monarquía Hispánica, tanto durante el reinado de los Reyes Católicos como posteriormente, fue la aplicación de un modelo federal, por el cual los diversos reinos conservaron intactos sus aparatos institucionales propios, cerrados todos ellos en su vértice por la figura del monarca. Las limitaciones que tal fórmula implicaba se paliaron con la creación de órganos comunes a todos los reinos y con el diseño de una política exterior que comprometía conjuntamente a todos los territorios de la monarquía. No obstante, tal dispositivo mostró sus debilidades en más de una ocasión, sobre todo en aquellos momentos en que fue necesario dar una respuesta inmediata a una cuestión urgente, originando una serie de conflictos constitucionales que jalonaron la trayectoria de la vida política española al menos hasta la conclusión de la guerra de Sucesión.

			El Estado Moderno de los Reyes Católicos puede asimismo ser designado con el término de monarquía absoluta. En efecto, si por una parte el sistema reúne todos los elementos esenciales (unidad de soberanía, regalías privativas, instrumentos de centralización administrativa, autonomía respecto de las distintas fuerzas políticas y sociales), por otro los mecanismos de control sobre el poder real son los tradicionales de la época: las leyes divinas, las leyes naturales y los usos consuetudinarios consagrados a veces en forma de documentos negociados entre el rey y el reino en las sesiones de sus organismos representativos, las Cortes de las coronas castellana y aragonesa. En cualquier caso, la tradición del pactismo político imperante en la Corona de Aragón mantuvo siempre más viva la oposición a la tendencia autoritaria inherente a la monarquías absolutas, un fenómeno que sin duda explica, entre otras razones (singularmente, la significativa diferencia territorial, demográfica y económica existente entre ambas coronas), la inclinación de los reyes españoles a apoyarse para el ejercicio del gobierno en una Castilla que se mostró menos interesada en defender sus prerrogativas de control a través de sus representantes en las Cortes, pese a la existencia de una abundante y vigorosa literatura política sobre la obligación del soberano a someterse a la ley natural y a la ley de Dios.

			
Las bases sociales de la monarquía

			Apenas terminada la guerra civil castellana, los Reyes Católicos, que ya habían asentado la unidad de acción política a partir del compromiso conocido como la Concordia de Segovia (enero de 1475) y que además habían sabido potenciar los signos que permitían visualizar esa voluntad de gobierno conjunto, se creyeron en la necesidad de definir sus bases sociales de apoyo. Las primeras actuaciones en ese sentido se vieron facilitadas por la derrota de parte de la nobleza en el conflicto sucesorio, que permitió a los monarcas reforzar el concepto de una soberanía indivisible que no podía compartirse con ninguna otra instancia, así como proceder a refrenar las conductas nobiliarias consideradas más abusivas mediante la revisión de las mercedes enriqueñas, la exigencia de devolución de las rentas reales enajenadas desde el comienzo de la agitación nobiliaria en el reinado anterior (concretamente, desde 1464), la destrucción de muchas fortalezas (sería el origen de las «torres mochas», abundantes sobre todo en tierras extremeñas), la posterior transferencia a Fernando del maestrazgo de las órdenes militares (que eran una de las bases del poder material y militar de la nobleza) y la imposición de su arbitraje sobre las banderías nobiliarias, aunque esta última medida indica más bien la voluntad de acabar con las disfunciones creadas por las disensiones en el seno de la aristocracia. Porque, en efecto, a pesar de estas disposiciones, más espectaculares que efectivas y pronto abandonadas en muchos casos, hay que convenir en que la política antinobiliaria de los Reyes Católicos es una «pertinaz leyenda».

			En realidad, los Reyes Católicos se mostraron generosos con los linajes que habían sido sus rivales en el transcurso de la guerra civil y procedieron a articular un tácito programa de acuerdo con la nobleza, que ofrecía, a cambio de su aceptación de la soberanía indiscutible de los monarcas y de la renuncia a sus pretensiones particulares de intervención pública en aras de la política general elaborada desde el nuevo centro de poder, la conservación y ampliación de los fundamentos de su situación privilegiada en la sociedad tardofeudal. Así, los Reyes Católicos favorecieron la estabilidad estamental de la nobleza (por ejemplo, mediante las leyes de Córdoba de 1492 sobre las pruebas de hidalguía), alentaron durante la guerra de Granada una participación nobiliaria que supieron recompensar y, sobre todo, sancionaron con las leyes de Toro de 1505 sobre el mayorazgo el mejor sistema de protección de los patrimonios nobiliarios. En efecto, el mayorazgo declaraba inalienable la propiedad de la nobleza (incluso frente al poder real, que no podía retrotraer los bienes cedidos ni podía confiscarlos salvo en casos muy excepcionales), permitía la inclusión del capital circulante (alcabalas y censos) y obstaculizaba frente a los colonos la cesión enfitéutica y los contratos a largo plazo. Al mismo tiempo, sin sanción legal, se permitió una nueva ofensiva feudal sobre las tierras: usurpación de los comunes, libertad en la contratación del trabajo agrícola, transferencia de lugares de realengo a la jurisdicción señorial, etcétera.

			Esta política claramente favorable a los nobles se completó con la intervención real en los conflictos que enfrentaban a terratenientes y campesinos en buena parte de la geografía española. Tal vez haya que señalar como precedente de esta política la creación de la Santa Hermandad, nacida en las Cortes de Madrigal (1476) como una organización de policía que tenía como función genérica el restablecimiento del orden público, profundamente deteriorado durante los años de la guerra civil, pero que en la práctica se dedicó a la erradicación de la violencia contra personas y bienes en el ámbito rural, en un momento de intensa agitación antiseñorial en el campo.

			En cualquier caso, los Reyes Católicos dieron una solución a los graves enfrentamientos campesinos que habían sacudido a lo largo de buena parte del siglo XV territorios tan distantes como Castilla, Galicia o Cataluña. En el primer caso, los solariegos obtuvieron en 1480 un decreto real confirmándoles en su condición de hombres libres, aunque la disposición no mejoró su situación económica. En Galicia, el triunfo del bloque feudal (señores laicos y eclesiásticos) sobre los campesinos en la segunda guerra de los Irmandiños (1467-1469) sería ratificado por la acción pacificadora del gobernador Fernando de Acuña al término de la guerra civil. En Cataluña, las dos guerras (1461-1472 y 1484-1486) sostenidas por los llamados payeses de remensa (campesinos de condición servil sometidos a los llamados «malos usos» es decir, a unas prestaciones particularmente insufribles) terminaron con la derrota militar de Llerona (marzo 1485), que abrió la puerta a la Sentencia Arbitral de Guadalupe dictada por Fernando el Católico (abril de 1486), que si bien eliminó las cargas serviles y los «malos usos», también sirvió como en los casos anteriores para perpetuar en Cataluña el régimen señorial amenazado por la revuelta armada.

			El tópico que complementa la supuesta política antinobiliaria de los Reyes Católicos es el de su apoyo a las clases medias de las ciudades, en especial su propósito de hallar en el mundo urbano el contrapeso a las pretensiones de la nobleza y su preferencia por los funcionarios de extracción burguesa frente a la nobleza en el seno de la Administración. En el primer caso, hay que admitir que es cierto que los grupos urbanos apoyaron en la guerra civil la causa de Isabel, confiando que su triunfo pusiese fin a la agitación feudal de la alta aristocracia (del mismo modo, por otro lado, que una parte de la nobleza vio en el fortalecimiento del poder real un seguro para evitar el desgaste de los enfrentamientos suicidas entre facciones y para mantener a raya a los descontentos), pero también es verdad que una vez concluida la contienda, la nobleza dirigió una ofensiva (paralela a la desarrollada en el campo) contra las tierras y las rentas municipales, mientras las ciudades veían aumentar su carga impositiva para hacer frente a las crecientes necesidades de la monarquía en el interior y en el exterior. Una concatenación de motivos que diseñan el contexto en que se producirían las Comunidades.

			En el segundo caso, hay que comprender que el recurso a esas clases medias intelectualmente preparadas para encargarse de la Administración pública respondía al doble propósito de los soberanos de apartar a los nobles de las instancias de poder y de garantizarse un personal profesionalmente cualificado para mover los engranajes de la nueva maquinaria del Estado absolutista. Sin embargo, los Reyes Católicos nunca soñaron en sustituir a un grupo por otro en los órganos de decisión política, sino tan sólo reservar a los letrados las áreas técnicas de la Administración en beneficio de la mayor eficacia de su proyecto político.

			
Los instrumentos del absolutismo: el Ejército y la diplomacia

			La guerra civil castellana puede considerarse en cierto sentido un episodio del proceso de reordenamiento feudal de las fuerzas políticas procedentes de la Edad Media. En efecto, la opción de los Reyes Católicos consistió, como acabamos de ver, en articular un sistema de gobierno que permitiera acabar con las más graves disfunciones del sistema (enfrentamientos nobiliarios, guerras de banderías, levantamientos antiseñoriales en el campo) mediante la implantación de un régimen autoritario que impusiera el arbitraje entre las clases dominantes, sometiera al campesinado e integrara los intereses de las ciudades dentro de un proyecto común que consiguiera un amplio consenso social. Ese proyecto político exigía, además de las medidas señaladas en relación con la reacomodación de los diversos grupos, la creación de un nuevo aparato institucional centralizado compatible con las funciones de los órganos representativos tradicionales del reino, es decir, una profunda modernización del Ejército, la Hacienda y la Administración en todos sus niveles.

			La imposición de la autoridad regia en el interior y la política expansionista en el exterior exigieron la creación de los instrumentos adecuados, es decir, un Ejército profesional y un cuerpo diplomático permanente. En ese sentido, si la guerra de Granada descansó todavía sobre las huestes señoriales y las milicias concejiles, las guerras de Italia permitieron consolidar ya un Ejército moderno, basado en las coronelías organizadas por Gonzalo Fernández de Córdoba. Se trataba de grandes cuerpos de tropa (unos 6.000 hombres) divididos en capitanías donde el peso del combate descansaba en los soldados de infantería, dispuestos en formación cerrada y armados de pica, espada corta y rodela. La participación creciente de los arcabuceros y el apoyo de la caballería ligera completaban la eficacia militar de un nuevo modelo de Ejército que constituirá el antecedente inmediato de los famosos tercios, destinados a mantener la supremacía militar española en los campos de batalla europeos hasta 1643. 

			La política exterior española, basada no sólo en la fuerza de las armas, sino también en la firma de acuerdos con las restantes potencias, exigió también la puesta en funcionamiento de un cuerpo de informadores y negociadores en las distintas cortes europeas. Así, los Reyes Católicos fueron los primeros en establecer embajadores permanentes en Roma, Venecia, Londres, Bruselas y Viena, adelantándose con ello a las restantes monarquías del momento e iniciando una práctica que habría de perfeccionarse con los soberanos de la Casa de Austria.

			
Los instrumentos del absolutismo: la Hacienda

			El Ejército precisaba de recursos económicos para el pago de los hombres, el armamento y la intendencia, hasta el punto de constituir con mucho la principal partida del gasto de la monarquía de los Reyes Católicos, que también establecían aquí un precedente para los restantes titulares de la Corona española. Los soberanos no transformaron radicalmente el sistema heredado, pero supieron ordenarlo y racionalizarlo de tal modo que la eficacia quedaría demostrada tanto por el aumento sustancial de los fondos disponibles como por la perduración de sus fundamentos hasta el siglo XVIII. La base de la Hacienda real fue la Hacienda castellana, nutrida por una serie de ingresos ordinarios entre los que destacaban la alcabala (un impuesto del 10 % sobre todas las transacciones), los derechos de aduanas, el derecho de servicio y montazgo (pagado por la ganadería trashumante) y las rentas de los maestrazgos de las órdenes militares (las castellanas de Santiago, Alcántara y Calatrava, pues el maestrazgo de la aragonesa de Montesa no sería incorporado hasta 1585) desde su asunción por Fernando el Católico. Una segunda fuente de ingresos se derivó de las contribuciones que los monarcas se hicieron conceder por parte de la Iglesia en razón de su defensa de la fe y de su cruzada contra los musulmanes de Granada: las tercias reales (dos novenas partes del diezmo) y la cruzada, que constituyeron una forma de conseguir la contribución eclesiástica a los gastos del Estado sin violentar formalmente el estatuto privilegiado del estamento clerical, que al igual que la aristocracia estaba exento de todo impuesto directo, pagado solamente por los pecheros, es decir, por el estado llano. Finalmente, las Cortes podían conceder al rey de Castilla un servicio, es decir, una contribución extraordinaria que se hacía efectiva recurriendo a diversos tipos de expedientes contributivos que variaban en cada ocasión. 

			La administración de Hacienda pasó a depender de dos organismos centrales, la Contaduría Mayor de Hacienda (que llevaba el control de ingresos y gastos) y la Contaduría Mayor de Cuentas (que se reservaba la intervención de la gestión hacendística). Las dificultades de la recaudación efectiva se solventaron en el caso de algunos de los principales impuestos (singularmente las alcabalas y las tercias reales) mediante el recurso al sistema de encabezamiento, es decir, mediante el pacto de una cantidad fija con las poblaciones afectadas. Del mismo modo, la mayor parte de las contribuciones eran adelantadas por unos asentistas o arrendadores de impuestos, que se encargaban posteriormente de su cobro a los contribuyentes, dibujándose así una práctica que habría de tener continuidad a todo lo largo de la época de los Austrias.

			La Corona de Aragón mantuvo su particular sistema contributivo, que se basaba en la dualidad entre la Hacienda del reino (regentada por organismos permanentes emanados de las Cortes y las generalidades o diputaciones) y la del rey, que se nutría tan sólo de los menguados recursos del patrimonio real (administrados por los bailes generales, y por el procurador general en Mallorca) y de los servicios votados en Cortes (también regentados por los representantes de los distintos reinos). Además existía la diferencia fundamental de que mientras la Hacienda castellana contribuía a los gastos generales de la monarquía, los ingresos de Aragón (excepto el impuesto de cruzada) eran destinados exclusivamente a las necesidades de los propios reinos, creando así una contraposición que habría de revelarse conflictiva en épocas posteriores, singularmente en el siglo XVII.

			
Los instrumentos del absolutismo: los órganos de gobierno

			La centralización administrativa era la última exigencia del Estado Moderno. También en este caso, los Reyes Católicos fueron capaces de adaptar las instituciones heredadas a las nuevas necesidades, como ocurrió con el Consejo Real de Castilla, instrumento de gobierno que venía funcionando desde mucho tiempo atrás (1385) y que, reorganizado en las Cortes de Toledo de 1480, se convertiría en el organismo donde se adoptaban todas las medidas importantes de política interior y exterior, y donde se decidían todos los nombramientos para los diversos cargos públicos, además de ejercer como tribunal supremo del reino. Esta pauta sería seguida en la Corona aragonesa, con la creación del Consejo Supremo de Aragón (1494), que en su ámbito concentraba parecidas atribuciones políticas, decidía igualmente sobre los nombramientos para cargos públicos y ejercía como tribunal de apelación. Aquí fue necesario además hacer frente a la cuestión de la frecuente ausencia del rey, que fue solventada merced a la creación de la figura del lugarteniente (1479, llamado más tarde virrey) y al nombramiento de gobernadores territoriales para cada uno de los estados.

			Si la composición de los consejos (con predominio abrumador de los letrados con formación universitaria sobre los miembros de la nobleza y el clero) denotaba ya la preferencia de los Reyes Católicos por los administradores profesionales frente a las clases privilegiadas, tentadas siempre por la intervención directa en la vida política, esta tendencia se vería reforzada por el recurso permanente a los secretarios, también hombres «medianos» que servían de enlace entre la maquinaria de los consejos y la persona de los soberanos, ante los que podían adquirir un notable ascendiente. Y así, ambas piezas, el sistema de consejos y la figura del secretario, serían transmitidas por los Reyes Católicos a sus sucesores de la Casa de Austria.

			Si la administración real quedaba centralizada en los consejos y los secretarios, el órgano de representación del reino eran las Cortes. Las Cortes castellanas reunían a los tres estamentos, aunque la participación de la nobleza y del clero quedaba oscurecida por la de los procuradores de las 18 ciudades con voto (tras la incorporación de Granada en 1498), que se arrogaban la representación de todo el territorio. Las Cortes jugaron un papel de relieve en la adopción de importantes medidas de gobierno en algunos momentos en que el consenso debía ser lo más generalizado posible (como ocurrió, por ejemplo, en las Cortes de Toledo de 1480, a la salida de la guerra civil), pero en general fueron perdiendo peso en la marcha de la vida pública, sirviendo su convocatoria esencialmente para la jura de los soberanos y de los príncipes herederos, y para la concesión de servicios que contribuyesen a aumentar la capacidad financiera de la monarquía. En la Corona de Aragón, tampoco Fernando el Católico sintió la necesidad de una convocatoria regular de las Cortes, aunque se celebraron varias asambleas, tanto separadas como generales de la Corona, que cumplieron su cometido de dirimir agravios frente al rey o los funcionarios reales, votar el servicio y emitir capítulos y constituciones, entre ellas la famosa de la Observança de 1481, que ratificó el compromiso del rey a respetar los privilegios y los usos de Cataluña.

			La reorganización de los órganos centrales de gobierno debía complementarse con la intervención en la administración local, fundamentalmente con el fin de transmitir la voluntad real a todos los rincones de los distintos reinos. En Castilla, la figura que representa esta presencia real en las provincias es el corregidor, que aparece como un verdadero gobernador en el territorio de su jurisdicción y como un verdadero alcalde que preside el principal municipio frente a los regidores que encarnan los intereses locales. Provistos de amplias atribuciones administrativas, judiciales y militares, como agentes de la política real su autoridad sufrirá las consecuencias de la política pronobiliaria de los Reyes Católicos, que terminará por enajenarles la confianza de la mayoría de los grupos urbanos.

			En la Corona de Aragón, la presencia real en las ciudades estará garantizada por la actuación de los merinos, los batlles y los veguers, según los distintos estados. Además, Fernando el Católico mantendrá una política de intervención constante en el gobierno de las principales ciudades de sus territorios. En Barcelona, sus iniciativas más relevantes se dirigieron a modificar la composición del Consell de Cent en favor del grupo de los cavallers y los ciutadans honrats (aunque sin suprimir la participación de los restantes grupos sociales representados) y a establecer el régimen de insaculación (literalmente, sorteo entre los candidatos cuyos nombres estaban introducidos en un saco) para la elección de los principales cargos municipales (1498, después de que se hubiera aplicado a la Generalitat por un acuerdo de las Cortes de 1493) como medio para erradicar los conflictos entre facciones y de crear una nueva clase dirigente en el seno de la ciudad. En Zaragoza y en Valencia, su actuación fue más autoritaria y sus decisiones fueron más discutidas, hasta el punto de prevalecer una valoración negativa sobre la incidencia de su gobierno en ambas ciudades, así como sobre el reino de Mallorca, sumido en una profunda depresión económica y presa de la agitación social, de tal modo que lo que antes aparecía como la «excepción en su política reformista» ahora aparece como la regla, ya que incluso se llega a cuestionar su contribución al modesto redreç o recuperación de la capital del Principado en estos años.

			
La administración de Justicia

			La impartición de la justicia constituía el principal fundamento de la autoridad de los monarcas en las sociedades medievales, y esta imagen había de prolongarse a lo largo de los tiempos modernos. Por tanto, los Reyes Católicos buscaron también en la reorganización del aparato judicial una de las bases de su legitimación, al tiempo que uno de los instrumentos de la reafirmación de su soberanía. En ese sentido, las medidas más importantes fueron la potenciación de la corriente romanista del derecho que privilegiaba la legislación real frente a las fuentes jurídicas locales, el apoyo a las tareas de recopilación y edición del corpus legal existente (en especial, las Ordenanzas Reales de Castilla, publicadas por Alonso Díaz de Montalvo, 1484) y la instalación de una Chancillería en Valladolid (1489) y más tarde de otra en Ciudad Real (1494), transferida posteriormente y de modo definitivo a Granada (1505), como grandes tribunales de apelación del reino (con su ámbito de jurisdicción a uno y otro lado del río Tajo) situados entre las instancias ordinarias inferiores y el Consejo de Castilla. En la Corona de Aragón, este papel fue asignado a las Audiencias de Zaragoza (1493), Barcelona (1493) y Valencia (1507), creadas como altos tribunales y consejos reales en los respectivos territorios, y que pronto fraguaron como organismos indispensables para el funcionamiento institucional de los distintos estados.

			
La unidad religiosa

			Uno de los rasgos más visibles de la nueva monarquía de los Reyes Católicos fue su marcado carácter confesional. Es cierto que el proceso de secularización abierto en la conciencia europea por el humanismo y su adhesión a los valores de la cultura clásica fue asumido por las élites intelectuales y las clases dominantes de los distintos países a partir de su difusión desde Italia, pero también es verdad que esta corriente, que tendía a dotar de un contenido esencialmente laico y cívico a la vida pública, sería muy pronto contrarrestada por otra tendencia que basaba la legitimación del poder en su sometimiento a los mandatos de la religión cristiana y que inducía al poder político a intervenir en la vida privada de los súbditos para acomodarla a las exigencias de la fe.

			Esta confesionalización de la política se dio de manera paradigmática en el reinado de los Reyes Católicos, que siempre enmarcaron sus actos en una orla de propaganda mesiánica y providencialista. Esta fue la justificación de muchos de sus actos: la conquista de Granada significó esencialmente la derrota de los enemigos de la Cristiandad, la expansión africana se realizó bajo el signo de la prolongación del espíritu de cruzada, la colonización de América encontró su legitimación en la evangelización de los indígenas. La concesión del título de «Católicos» por bula del papa Alejandro VI (1496) no fue otra cosa que la sanción de un proyecto obstinado de política cristiana.

			En este contexto, pues, los soberanos estuvieron convencidos de que la unidad religiosa era consustancial con la unidad política del Estado Moderno. Y de ahí se derivan otra serie de intervenciones de extraordinaria trascendencia: el impulso a la reforma del clero (tanto de la jerarquía como de las órdenes religiosas), el permanente intervencionismo en la vida eclesiástica (tanto en España como en Indias), la organización institucional de la represión contra los enemigos de la fe (mediante la creación del Tribunal de la Inquisición) y, finalmente, la expulsión de los judíos y la presión sobre la comunidad musulmana, que también habría de resolverse con la expulsión, aunque ya un siglo más tarde.

			La reforma del clero fue contemplada por los soberanos y sus colaboradores próximos como una premisa indispensable para asegurar la incorporación del estamento a su proyecto político. Especialmente hiriente parecía, por un lado, la situación del episcopado, muchos de cuyos miembros se mostraban proclives a las conductas escandalosas (concubinato, simonía) y al absentismo de sus diócesis, mientras, por otro, los monasterios y conventos adolecían asimismo de una profunda relajación disciplinar. La acción de los monarcas sólo pudo en el primer caso iniciar un proceso para controlar los nombramientos mediante la presión diplomática sobre Roma, y expresar también aquí sus preferencias por los «medianos» frente a los vástagos de las grandes familias aristocráticas, para quienes las diócesis eran más una fuente de saneados ingresos que un espacio para el ejercicio de la acción pastoral. En el segundo caso, una primera etapa de resistencia romana dejó paso a la entente con Alejandro VI y a una mayor libertad de actuación, que permitió la reforma de las órdenes femeninas con la exigencia estricta de la clausura y el apoyo a la corriente de los observantes en las órdenes masculinas, especialmente entre los franciscanos. El empeño del cardenal Francisco Jiménez de Cisneros fue decisivo para llevar adelante un proceso que al final del reinado presentaba algunos avances pero también había cosechado muchos fracasos, y que finalmente se revelaba insuficiente en sus resultados.

			Si la reforma del clero pareció una exigencia de unos tiempos preocupados por la vigilancia de la ortodoxia, el fortalecimiento de la disciplina y el relanzamiento de la evangelización, los Reyes Católicos trataron asimismo de mantener con la Iglesia la unidad de acción obligada por la concepción confesional del Estado. Ahora bien, esta necesaria cooperación adoptó tempranamente en España la forma de un intervencionismo de corte regalista, que llevó a la Corona a arrogarse una importante serie de atribuciones en el orden eclesiástico. Así, los Reyes Católicos negociaron repetidamente con Roma el derecho de presentación de los obispos, que no obtendrían sino sus sucesores, mientras sí conseguían el regio patronato en el reino de Granada, en las islas Canarias y en las Indias, lo que puso en sus manos la dirección de toda la vida eclesiástica (a través de la percepción de los diezmos, el nombramiento de los obispos, la dotación de las iglesias, la organización de la evangelización, etcétera) en los territorios recién incorporados. Además, a estas prerrogativas pronto sumarían los soberanos la oportunidad de disponer de otro instrumento de control religioso que, tras una breve disputa con el Papado, acabaría situado también bajo su exclusiva autoridad: el Santo Oficio de la Inquisición.

			
La Inquisición

			La Inquisición moderna aparece en el contexto de la conciencia antisemita de la comunidad cristiana española. Esta conciencia se había manifestado ya en la época bajomedieval con ataques a las aljamas que habían motivado un abundante número de conversiones de urgencia, duplicando el número de los enemigos, por la separación de los judíos y los conversos. También era medieval la creación de un primer aparato inquisitorial de fundación pontificia que en España había funcionado activamente en la Corona de Aragón. Los orígenes de la animadversión contra los judíos son complejos, pues entran en juego factores socioeconómicos (el ascenso de un floreciente grupo urbano especializado en actividades profesionales, comerciales y financieras, que suscitaba el recelo tanto de las clases populares como de la nobleza terrateniente), religiosos (el permanente estigma de la práctica de la religión de los responsables de la muerte de Cristo), culturales (el mantenimiento de unas señas de identidad propias, la resistencia al cambio de los hábitos cotidianos) y en definitiva racistas, como demuestran la persistencia del odio después de la conversión (con la permanente sospecha del criptojudaísmo), el establecimiento de los primeros estatutos de limpieza de sangre (al margen de la sinceridad de la conversión) y la incapacidad de asimilación de la existencia del otro en una sociedad intolerante con la alteridad.

			La Inquisición nació como un tribunal destinado a preservar la ortodoxia entre las filas de los cristianos, respondiendo por tanto, en primer lugar, a la necesidad inmediata de vigilar la conducta de los conversos que pudieran haber mantenido en secreto la fidelidad a su antigua fe, pero de modo natural fue evolucionando hasta convertirse en un instrumento para el control ideológico en su sentido más amplio y, en general, para el mantenimiento del orden social y político del Antiguo Régimen. Una orientación que se fundamentaba principalmente en la atribución del nombramiento de los inquisidores no a la jerarquía eclesiástica sino a la Corona, lo que acentuaba su subordinación a los intereses de la monarquía, mientras la extensión de su jurisdicción a todos los territorios (Castilla, Aragón, Granada, Navarra y América) hacía de ella otro instrumento al servicio de la unidad política. Instituida por bula del papa Sixto IV (noviembre de 1478), una primera etapa, caracterizada por la improvisación (actuación arbitraria de los inquisidores nombrados para Sevilla, 1482) y la resistencia (particularmente en la Corona de Aragón, donde se llegó hasta el asesinato del inquisidor Pedro de Arbués en Zaragoza, 1485), se fue cerrando con la puesta en funcionamiento del Consejo de la Inquisición (creado en 1483), el nombramiento de Tomás de Torquemada como inquisidor general para Castilla y Aragón (1484) y el establecimiento de tribunales en las distintas regiones hasta completar a final de siglo una tupida red repartida por los distintos reinos.

			El funcionamiento procesal de la Inquisición se iniciaba con la aceptación de denuncias secretas, siguiendo con la detención preventiva del acusado, la confiscación de sus bienes, el juicio a puerta cerrada y la sentencia, absolutoria o condenatoria. La condena era leída en una solemne ceremonia (el famoso auto de fe), donde se detallaban las penas, las más graves de las cuales eran los azotes, la prisión perpetua, el servicio forzado en galeras y, en último extremo, la entrega del reo a la justicia civil para su ejecución en la hoguera (lo que se designaba con el eufemístico término de «relajación al brazo secular»), tanto si el condenado estaba presente como si estaba ausente y era quemado solamente en efigie. Un procedimiento de este tipo llegó a crear naturalmente una atmósfera de miedo constante ante una delación secreta que podía conllevar la miseria (por la confiscación de los bienes), la infamia (por la publicación de la sentencia y la conservación de la memoria de la misma) y la muerte en la hoguera. Ante esta realidad, las alegaciones a su favor aducen la existencia de ciertas cautelas (la posibilidad de aportar testigos o de señalar enemigos como presuntos delatores), la actuación conforme al derecho natural y al derecho canónico (que implicaban una norma y un control), la racionalidad manifestada en ciertos casos (como en los de brujería, donde se tendió a encontrar conductas histéricas más que pactos satánicos), la aceptación social (atestiguada por la organización de una red de colaboradores voluntarios conocidos como «familiares del Santo Oficio») y el número relativamente moderado de los procesos (150.000 para todo el periodo de vigencia del tribunal, más de tres siglos), aunque el conjunto de atenuantes apenas si corrigen la imagen de un instrumento represivo al servicio de la intolerancia, que actuó con excesiva libertad y autonomía, no ofreció garantías suficientes a los inculpados y generó un sentimiento de alerta permanente y de temor difuso en el conjunto de la sociedad. La Inquisición aparece así, aun dentro de su lógica interna de servicio a la unidad religiosa, como una pieza disonante en la Historia Moderna de España.

			Una vez constituido el Santo Oficio, su actuación se centró en la erradicación del verdadero o falso criptojudaísmo, supuesto al que se fue incorporando la represión de otras heterodoxias, fundamentalmente en los reinados siguientes (moriscos, erasmistas, alumbrados, protestantes, etc.). Ahora bien, después del periodo de gran intensidad persecutoria que significó el reinado de los Reyes Católicos, del silenciamiento de erasmistas y la supresión de alumbrados y protestantes (objetivo cumplido en 1560), los tribunales inquisitoriales, que, aunque desde la segunda mitad del siglo XVI no necesitaron mantenerse como hasta entonces con las multas y confiscaciones de bienes de sus víctimas (al serles asignadas fuentes de ingresos más estables), sí que precisaban de una actividad permanente que justificase su propia existencia, se vieron obligados a buscar una nueva clientela, que incluyó a los acusados de superstición, blasfemia, delitos sexuales (sodomía, incesto, bigamia, solicitación) y de desviaciones ideológicas (defensa de ideas subversivas y lectura y difusión de libros prohibidos), extremo este último que se revelaría sumamente fecundo en la época de la Ilustración.

			
La expulsión de los judíos

			Una vez sometidos los conversos a estrecha vigilancia, los Reyes Católicos aprovecharon el fin de la guerra de Granada para dar una solución radical a la cuestión de los judíos que se habían mantenido fieles a la ley mosaica. En efecto, la conciencia de la radical imposibilidad de convivencia entre dos comunidades separadas por la fe se manifestaba de forma extremada en el caso de los judíos, que pese a su indiscutible hispanización ni siquiera eran considerados verdaderos súbditos por los monarcas y ni siquiera disfrutaban de los derechos políticos concedidos a los cristianos. La expulsión, que había venido precedida de la emisión de todo un arsenal de medidas discriminatorias (obligación de llevar sellos distintivos, segregación de las aljamas, etc.), se decretó inmediatamente después de la toma de la capital granadina (marzo de 1492) y se realizó en el breve plazo de cuatro meses, que hubieron de emplearse en la liquidación de las pertenencias, en general malbaratadas por la urgencia y vendidas por papel ante la prohibición de la saca de metales preciosos, amonedados o no.

			El número de los que prefirieron los caminos del exilio a la conversión forzada puede estimarse plausiblemente en más de 100.000 personas, una cifra que no resulta demasiado relevante desde el punto de vista demográfico, pero que adquiere mayor significado si se atiende al criterio de la distribución regional (con mayor incidencia en la mitad meridional de la Corona castellana) o al impacto en el mundo de la economía urbana (importante para algunas ciudades) o a la valoración de la cualificación profesional, donde se debe incluir la pérdida de algunas personalidades ilustres, como el famoso cosmógrafo Abraham Zacuto o Jehudá Abrabanel, posteriormente conocido como León Hebreo y celebrado por sus famosos Dialoghi di Amore. Muchos desterrados buscaron un primer refugio en el vecino reino de Portugal (de donde también volverían a ser expulsados más tarde), mientras otros alcanzaban destinos más lejanos, singularmente en el norte de África y en el Imperio otomano, donde todavía algunas de las comunidades originadas por esta diáspora de los judíos sefardíes mantienen vivas su cultura y hasta la lengua castellana. 

			
Los orígenes de la cuestión morisca

			La conquista de Granada multiplicó tal vez por cinco el número de los musulmanes de los reinos hispánicos. En efecto, los mudéjares castellanos sumaban tal vez unos 25.000 (asentados principalmente en las regiones meridionales del reino), mientras que los mudéjares de la Corona aragonesa ascendían quizás a unos 90.000 desigualmente distribuidos entre la reducida colonia de Cataluña (unos 5.000), la más nutrida del reino de Aragón (unos 25.000) y la más numerosa de todas del reino de Valencia (unos 60.000). Los mudéjares granadinos se incorporaron en condiciones semejantes a las de las restantes comunidades, pues el avance cristiano en el reino nazarí se había visto favorecido (salvo alguna excepción, como la muy llamativa de Málaga, donde sus defensores fueron reducidos a la esclavitud) por una sucesión de capitulaciones que garantizaban a los vencidos no sólo la práctica de su religión, sino la conservación de sus bienes, de sus jueces y de sus hábitos culturales.
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